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EXTINCIÓN DE DOMINIO. CUANDO EXISTEN DOMICILIOS INDEPENDIENTES DENTRO DE UN 
MISMO INMUEBLE, CORRESPONDE AL ÓRGANO JURISDICCIONAL ESTABLECER SI EL 
TERCERO AFECTADO QUE ALEGA BUENA FE, SABÍA QUE SU INMUEBLE SE UTILIZABA 
PARA COMETER UN HECHO ILÍCITO. Es un hecho notorio por los datos de la "Encuesta 
Intercensal 2015" del Instituto Nacional de Estadística y Geografía que señalan que veintiocho de 
cada cien hogares en México son ampliados [un hogar nuclear más otros parientes (tíos, primos, 
hermanos, suegros, etcétera) y uno de cada cien hogares son compuestos (constituido por un hogar 
nuclear o ampliado, más personas sin parentesco con el jefe del hogar)], por lo que diversas familias 
pueden convivir en un mismo inmueble pero en viviendas separadas con accesos independientes 
que les permiten delimitar cierto espacio de intimidad. En este sentido, puede considerarse que 
residen en domicilios diversos, sin que obste para llegar a esta conclusión que la numeración oficial 
no se haya definido de esa forma, ni se haya constituido el régimen de propiedad en condominio, 
pues la ausencia de esas formalidades no puede ocultar que en la realidad se ha generalizado la 
existencia de dichas formas de coexistencia propias de algún grupo social del país. Ya sea que 
tengan "forma de vecindad", o que consistan en la construcción de cuartos con accesos propios, es 
evidente que pueden considerarse domicilios independientes para efectos legales. Así, la existencia 
de viviendas construidas, incluso, sin una autorización de construcción, genera conjuntos 
habitacionales de hecho, que tienen consecuencias en el mundo del derecho; sin embargo, para la 
acción de extinción de dominio lo relevante es si físicamente era posible o no, que el dueño tuviera 
o debiera tener conocimiento de que su inmueble se utilizaba para un hecho ilícito; para lo cual la 
presunción humana es idónea. Por tanto, corresponde al órgano jurisdiccional establecer si el tercero 
afectado que alega buena fe habitaba en el mismo inmueble y si por su superficie y la de las 
viviendas, así como su intercomunicación o total independencia, era realmente muy difícil o 
improbable que advirtiera que su inmueble se utilizaba para cometer un hecho ilícito. 

DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 523/2017. Gobierno de la Ciudad de México. 6 de abril de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Hugo Alfonso Carreón Muñoz. 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de agosto de 2018 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 


